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CON PROYECTO DE DECRETO, QUE ADICIONA UN TERCER PARRAFO A LA FRACCION I DEL ARTICULO 41 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PRESENTADA POR EL DIPUTADO JESUS MARTINEZ ALVAREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE CONVERGENCIA, EN LA SESION DE LA COMISION PERMANENTE DEL MIERCOLES 12 DE MAYO DE 2004 

El suscrito, diputado Jesús Martínez Alvarez, integrante de la LIX Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, miembro del grupo parlamentario de Convergencia, en ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y con fundamento en lo dispuesto en los artículos 55, 56, 62 y 63 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, presenta ante esta soberanía la iniciativa con proyecto de decreto para que se establezcan como principios rectores de la acción de los partidos políticos nacionales la libertad, legalidad, pluralidad, tolerancia, participación, respeto a la diversidad, transparencia y rendición de cuentas, constituyendo así un mandato constitucional que, por su carácter vinculatorio, obligue y favorezca, mediante un proceso de autorregulación, a la actualización en sentido democrático de la organización, operación, funcionamiento y toma de decisiones, de los partidos políticos nacionales, los frentes, las coaliciones, y toda forma de asociación que en el futuro de ellos se derive. 

Exposición de Motivos 

Como otros partidos políticos nacionales, Convergencia ha presentado ante la LIX Legislatura propuestas con proyecto de ley, destinadas a regular la organización, registro, financiamiento, funcionamiento, asociación y disolución de los partidos políticos. 

Se trata de una preocupación común a todas las fuerzas políticas, que conduce a las reformas de segunda generación, que complementan y actualizan el esfuerzo fundador concretado en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales para la regulación democrática. 

La urgencia de la nueva legislación que se concentra en reformar a los partidos políticos, puede advertirse en la presente crisis de credibilidad, en el incremento de la abstención electoral de la ciudadanía, en los conflictos a seno de los partidos con registro, y en la sistemática degradación de la política como método para la resolución de los conflictos sociales. 

Estamos ante un rezago histórico que se explica por el hecho de que hemos condicionado las reformas políticas a la gravedad de las crisis. Todos nuestros avances recientes en la necesaria regulación democrática han sido resultado de la presencia de crisis políticas llevadas hasta su límite. 

Si examinamos el sentido general que oriento al legislador en la elaboración, y en las actualizaciones sucesivas del Cofipe -hasta las reformas del pasado mes de diciembre del 2003-, encontraremos que éste fue animado y motivado por la necesidad urgente de institucionalizar una autoridad imparcial, responsable de la organización de los procesos electorales constitucionales. 

Su objetivo central, casi único, fue la creación, articulación, reforzamiento, perfeccionamiento y consolidación del Instituto Federal Electoral; la institucionalización de su estructura, operación, profesionalización y credibilidad. 

Esta legislación de primera generación de normas democráticas, no se propuso, con el mismo grado de profundidad regular a los partidos, y no lo hizo porque no tenía -en el marco de la urgencia y la crisis- esa prioridad. 

Estábamos ante un momento histórico en el que lo urgente era dar credibilidad a las elecciones y sus resultados, por lo que apareció como asunto de posterior atención regular la vida democrática de los partidos. 

Concebida en un esquema de reformas sucesivas, en un enfoque responsablemente gradualista, la legislación democrática de primera generación estuvo presidida por los principios rectores de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad. 

El legislador concretó esos principios a todas las escalas de organización, funcionamiento y operación que la nueva institución electoral requería. 

Pero el gradualismo responsable no encontró continuidad a pesar de las radicales transformaciones que acarreo la alternancia del año 2000 y, lo que fue una posposición, en su día razonable, es hoy un gran déficit institucional, legal, y operativo. 

Las reformas de segunda generación, que ahora nos ocupan, tienen como objetivo la transformación institucional de los partidos políticos, que requiere estar presidida por principios rectores específicos al actuar partidario, para que en su ejercicio doten de profundidad y complementen a los principios que les antecedieron en la regulación electoral. 

La iniciativa de ley que presenta Convergencia propone que los partidos políticos ya existentes, los que sean creados en el futuro y toda forma de Organización política derivada de ellos, como los frentes y coaliciones, así como las agrupaciones políticas nacionales, se rijan por los principios generales de libertad, legalidad, pluralidad, tolerancia, participación, respeto a la diversidad, transparencia y rendición de cuentas. 

Se trata de principios de carácter universal, que deben ser común denominador de toda formación política inscrita en el proceso democrático, y que deben concretarse como normas específicas con carácter obligatorio para todo partido, como procedimientos internos de vigencia estatutaria, y como ampliación de las facultades del IFE. 

I. Libertad: Capacidad de las personas para elegir sin restricción y sin coacciones su preferencia en toda forma de participación y de organización política; 

II. Legalidad: Apego normativo y práctico a los procedimientos democráticos, estableciendo reglas escritas que otorguen certidumbre y disminuyan la discrecionalidad en las organizaciones políticas, impulsando la concordancia del funcionamiento de los partidos con el Estado de derecho; 

III. Pluralidad: Reconocimiento de la libertad de pensamiento, expresión, debate, organización y acción políticos al interior de las organizaciones partidarias, que deriva en la libertad interna de asociación, en la búsqueda de acuerdos, en la construcción de órganos colegiados y en la representación proporcional de las minorías en el funcionamiento y gobierno de los partidos; 

IV. Tolerancia: Reconocimiento del mandato constitucional que otorga los mismos derechos básicos de expresión, argumentación, propuesta, y participación a los otros Partidos, ideologías, programas y candidatos; obligando a la civilidad y el respeto del adversario; 

V. Participación: Derecho de las personas y organizaciones a intervenir e integrarse, individual o colectivamente en la formulación, ejecución y evaluación de las formas organizativas, los mecanismos de toma de decisiones, la elaboración de reglas, los programas y acciones del funcionamiento partidario; 

VI. Respeto a la diversidad: Reconocimiento en términos de origen étnico, género, edad, capacidades diferentes, condición social, condiciones de salud, religión, las opiniones, preferencias, estado civil o cualquier otra, para superar toda condición de discriminación y promover la participación política con equidad y respeto a las diferencias; 

VII. Transparencia: Reconocimiento de la naturaleza pública de la información relativa a la administración de los recursos financieros y de inversión, provenientes de prerrogativas de ley o de aportaciones de particulares a los partidos políticos, a sus coaliciones, a sus dirigentes y candidatos. Las dirigencias, y representaciones partidarias, así como las autoridades del país, las instituciones bancarias y los particulares con responsabilidades en el manejo de recursos, garantizarán que la información sea objetiva, oportuna, sistemática y veraz; y 

VIII. Rendición de cuentas: La obligación de los dirigentes y representantes de entregar periódicamente información suficiente y oportuna a los miembros de base de cada partido, a las autoridades con potestad de supervisión, a los electores y a la sociedad, en relación con el manejo de recursos, el resultado de la gestión de los responsables de funciones de dirección, de representación y de administración, así como de los órganos colegiados y jurisdiccionales.

El resultado general que debe arrojar esta reforma legislativa será la apertura de procesos internos de autorregulación a cargo de la militancia de cada formación partidaria, para el establecimiento de normas que favorezcan un frente de transición democrática al seno de los partidos, de su estructura y funcionamiento operativo. 

Aspiramos a tener un sistema de partidos que sea capaz de vincularse a los cambios y avances que experimente nuestra democracia, porque un cabal estado de derecho no puede entenderse sin partidos también democráticos, que funcionen, se organicen, y se estructuren democráticamente. 

Por todo lo anteriormente expuesto, presento a la consideración de esta honorable asamblea, la iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un párrafo tercero a la fracción primera del artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Decreto por el que se adiciona un párrafo tercero a la fracción primera del artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar así: 

Artículo 41.- El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en los casos de la competencia de éstos, y por los de los estados, en lo que toca a sus regímenes interiores, en los términos respectivamente establecidos por la presente Constitución federal y las particulares de los Estados, las que en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del Pacto Federal. 

La renovación de los Poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas, conforme a las siguientes bases: 

I. Los partidos políticos son entidades de interés público; la ley determinará las formas específicas de su intervención en el proceso electoral. Los partidos políticos nacionales tendrán derecho a participar en las elecciones estatales y municipales. 

Los partidos políticos tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración de la representación nacional y como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público, de acuerdo con los programas, principios e ideas que postulan y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo. Sólo los ciudadanos podrán afiliarse libre e individualmente a los partidos políticos. 

En la organización y funcionamiento de los partidos políticos nacionales, y de las formas de asociación que de ellos deriven; la libertad, legalidad, pluralidad, tolerancia, participación, respeto a la diversidad, transparencia y rendición de cuentas, serán principios rectores. 

II. ... 

III. ... 

IV. .......
Artículos Transitorios 

Primero.- El Congreso de la Unión y las Legislaturas de las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, decretarán o modificarán las leyes reglamentarias que garanticen la aplicación de esta reforma constitucional en lo concerniente a las asociaciones políticas y los partidos de registro local. 

Segundo.- El presente decreto entrará en vigor al siguiente día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de mayo de 2004. 

Dip. Jesús Martínez Alvarez (rúbrica) 

(Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. Mayo 12 de 2004.) 
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